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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / AUTONOMÍA ACADÉMICA / NATURALEZA Y LÍMITES / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE.
… la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo… 

Teniendo en cuenta que la presente acción pública va dirigida en contra de una Universidad Pública, se debe recordar en primer lugar que estos claustros gozan de autonomía financiera, administrativa y académica, y así está consignado no sólo en el artículo 69 de la Constitución Política, sino en el artículo 28 de la Ley 30 de 1992. (…)
Asimismo la Corte Constitucional, al estudiar el tema, ha indicado que dicha autonomía tiene límites constitucionales y legales, pues el ejercicio de esa figura no puede devenir en arbitrariedad, y es precisamente esa limitación la que permite que el Juez de tutela en un determinado momento, pueda inmiscuirse en las decisiones de las instituciones de educación superior…
… más allá de una inconformidad o discrepancia con la metodología de evaluación, el accionante en ningún momento demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable que amenace efectivamente alguno de sus derechos fundamentales, siendo este un requisito esencial para acudir al amparo constitucional. Y es que si bien este Juez colegiado no desconoce que la autonomía universitaria tiene sus límites, y que tal atributo no puede traducirse en arbitrariedad, lo cierto del caso es que el desafuero que reprocha el accionante en este asunto no se vislumbra…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el joven JAVIER MAURICIO NAVARRETE MUÑOZ, accionante dentro del presente asunto, en contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, el pasado 23 de enero de 2019, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra de la UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE PEREIRA –UTP-.

ANTECEDENTES:

El joven JAVIER MAURICIO NAVARRETE MUÑOZ instauró acción de tutela en contra de la UTP, invocando la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, educación, libre escogencia de profesión u oficio. Los hechos según los cuales fundamento su petición, se pueden relacionar así: 

· JAVIER MAURICIO es estudiante de Medicina de la UTP, y actualmente se encuentra a la espera de que se solucione su proceso de grado debido a que el 22 de abril de 2018 terminó las prácticas de rotación de la materia Materno Infantil, que comprende dos bloques de sub-rotaciones: pediatría y ginecobstetricia, que realizó en el Hospital Universitario San Jorge, habiendo obtenido calificaciones de 3.5 y 2.5 respectivamente.
· Dice el actor que al computar las notas de las dos sub-rotaciones, la materia de Materno Infantil debería quedar en 3.0, es decir aprobada, porque cada sub-rotación corresponde al 50% de la nota definitiva de la materia. 
· Cuenta el libelista que la Universidad no cargó las notas al sistema dentro de los 5 días siguientes a la terminación de la práctica, a pesar de que es su deber, como lo indica el Reglamento Estudiantil.
· Por lo anterior, el 25 de junio de 2018 presentó solicitud ante la Universidad, la cual fue contestada el 10 de julio de 2018 por el Director de Departamento de Ciencias Clínicas el Dr. Héctor Fabio Gallo Mosquera, quien le indicó que la materia no había sido aprobada, además resaltó que no era la época para reclamar la carga de notas ya que habían pasado dos meses, afirmación con la cual no está de acuerdo porque fue la Universidad la que incumplió con su deber de registrar las notas por él obtenidas.

· Refiere el joven actor que ha sido un estudiante sin fallas de asistencia, con notas aprobatorias de las materias teóricas y prácticas, lo que evidencia que ha cumplido con los requisitos para ostentar el título de médico. De igual forma dijo que durante la rotación había sido víctima de abusos por parte de los docentes, los cuales no realizaron ninguna valoración objetiva con respecto a su proceso de práctica, sino que por el contrario lo ridiculizaron delante de sus compañeros a tal punto que hablaban de él como si fuera un retrasado mental.
· Dice además, que en varias oportunidades ha acudido ante las directivas de la facultad con el fin de que sus notas sean cargadas, sin embargo la Universidad no ha hecho nada para darle una solución al respecto, ni tampoco han indagado sobre las situaciones que se presentan con los estudiantes dado que su caso no ha sido el único.
· Menciona que no existen pruebas en su contra con respecto al desempeño en la práctica de materno infantil, por lo que no existen razones para que no se consolide su nota como aprobada y así poder graduarse.

· Señala el accionante que ya pagó los derechos de grado, pero la Universidad no lo quiere dejar graduar y lo está obligando a ejecutar nuevamente la rotación de materno infantil, lo cual dilatará más su proceso de grado. 
· Como consecuencia de la negativa de la Universidad no pudo inscribirse al Rural, reiterando nuevamente que es un estudiante que se encuentra en la mira de los profesores y directivas con el propósito de no dejarle graduar.
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia solicitó el accionante que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia de ello, se ordene a la UTP que modifique la nota de sub-rotación de Gineco-obstetricia por un valor aprobatorio, toda vez que durante el desarrollo de la práctica no tuvo ningún llamado de atención o interrupción. Adicionalmente solicitó que el valor aprobatorio de Gineco-obstetricia se consolide en su nota de Materno infantil y sea declarada la materia como aprobada.
Consecuente con lo anterior, pidió que se ordene a la UTP enviar la promesa de grado para poder inscribirse en el Rural, y que su proceso de grado como médico se materialice el 29 de enero de 2019.
Finalmente pidió que en caso de tener que matricular materias se le haga la devolución de las sumas en las que tenga que incurrir.

TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 15 de enero de 2019, en contra de la UTP y vinculó de manera oficiosa al H.U. San Jorge de Pereira. 
Frente a la acción de tutela se pronunció el Rector y Representante Legal de la UTP, donde manifestó que es cierto que JAVIER MAURICIO cursó el internado rotatorio durante el segundo semestre de 2018 y obtuvo los resultados indicados por él en las materias de pediatría y gineco-obstetricia, los cuales no se reportaron por haber perdido la última de las mencionadas; en ese orden, conforme a los artículos 202 y 211 del reglamento estudiantil, las sub-rotaciones no se computan sino que cuando una de ella se pierde debe repetirse la asignatura global. 
Por otro lado, recordó que la Universidad es un Ente Autónomo de Educación Superior del orden Nacional que se rige por el principio de autonomía, y que según lo previsto en la Ley 30 de 1992, y el artículo 69 Superior, está plenamente autorizada para darse sus propias directrices y regirse por sus propios estatutos. 
Se opuso entonces a las pretensiones del accionante, puesto que no demostró la vulneración de sus derechos fundamentales, dado que la Universidad tomó sus decisiones con base en un Reglamento Estudiantil que el accionante debe conocer, además resaltó que las asignaturas de internado son de carácter práctico, por lo que su reprobación no puede suplirse con exámenes teóricos, además por ser la programación de carácter anual no se pueden alterar las rotaciones y sub-rotaciones para satisfacer necesidades particulares. 
Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 23 de enero del 2019, donde decidió abstenerse de conceder el amparo de los derechos constitucionales reclamados por JAVIER MAURICIO NAVARRETE MUÑOZ, puesto que a criterio del A Quo, la UTP no vulneró los derechos del accionante, toda vez que su situación la ha manejado conforme a lo estipulado en el reglamento estudiantil, además no se observa la inminencia de un perjuicio irremediable, ni reposa en el expediente alguna evidencia de los malos tratos que dice haber recibido por parte de sus docentes. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legal, el accionante presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, en su memorial resaltó que los derechos invocados en la acción de tutela fueron los de educación, igualdad, debido proceso y libre escogencia de profesión u oficio, toda vez que al momento de presentar la acción de tutela la Universidad no le había cargado las notas, vulnerando con ello los numerales 4º y 5º del artículo 214 del Reglamento estudiantil.
Señaló el accionante que ha cumplido con todos los deberes impuestos en el reglamento estudiantil, además indicó que durante la ejecución de la práctica de rotación nunca se ausentó, de lo que se deduce que la mera asistencia a la rotación, por ser una materia netamente práctica, ésta debe tenerse como aprobada.

Así mismo, recalcó que le había pedido expresamente al Juez que vinculara al Ministerio de Educación para que verificara cómo se desarrolla el proceso de práctica académica, así como la formación integral del personal docente, para así evitar la violación de los derechos de los estudiantes, pero contrario a esto, se vinculó al Hospital San Jorge, quien guardó silencio y frente a esto el Juez no accionó el poder judicial que tiene para que allegaran pruebas que demostraran la persecución que ejerce la Universidad en su contra. 
Señaló que el 22 de enero del presente año, allegó al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado pruebas (audios), que demuestran la intención de la Universidad de que algunos estudiantes de medicina no se gradúen, las cuales no fueron tenidas en cuenta a la hora de tomar la decisión.
Por lo anterior reiteró las pretensiones planteadas en el escrito de tutela, y adicionalmente solicitó que, de no ser posible, se decrete la nulidad del fallo de tutela, y en consecuencia se valoren las pruebas presentadas con la impugnación; además, pidió que se vincule al Ministerio de Educación Nacional, y se nombre un segundo calificador objetivo y neutral para su caso, así mismo, que se requiera a la Personería Municipal de Pereira para que obre como representante del Ministerio Público frente a la violación de sus derechos fundamentales por parte de la UTP.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Corresponde a esta Corporación determinar si la decisión adoptada en primera instancia, se realizó con observancia de los parámetros legales y constitucionales, evaluando la procedibilidad de la misma y verificando si efectivamente se afectaron o pusieron en peligro los derechos fundamentales del señor JAVIER MAURICIO NAVARRETE MUÑOZ. 

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 
Teniendo en cuenta que la presente acción pública va dirigida en contra de una Universidad Pública, se debe recordar en primer lugar que estos claustros gozan de autonomía financiera, administrativa y académica, y así está consignado no sólo en el artículo 69 de la Constitución Política, sino en el artículo 28 de la Ley 30 de 1992:
“La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional.”
Asimismo la Corte Constitucional, al estudiar el tema, ha indicado que dicha autonomía tiene límites constitucionales y legales, pues el ejercicio de esa figura no puede devenir en arbitrariedad, y es precisamente esa limitación la que permite que el Juez de tutela en un determinado momento, pueda inmiscuirse en las decisiones de las instituciones de educación superior, especialmente cuando existen serias sospechas de que con ellas se están vulnerando derechos fundamentales, por citar un ejemplo, dijo esa Corporación en la Sentencia C-1435 de 2000, que: 

“...De esta manera, bajo la actual Constitución Política las universidades gozan de un alto grado de libertad jurídica y capacidad de decisión que, desde una perspectiva netamente académica, les permite a tales instituciones asegurar para la sociedad y para los individuos que la integran un espacio libre e independiente en las áreas del conocimiento, la investigación científica, la tecnología y la creatividad; espacio que estaría delimitado tan sólo por el respeto a los principios de equidad, justicia y pluralismo.

 

“Así, teniendo en cuenta la filosofía jurídica que ampara el principio de autonomía universitaria, la Corte ha definido su alcance y contenido a partir de dos grandes campos de acción que facilitan la realización material de sus objetivos pedagógicos: (1) la autorregulación filosófica, que opera dentro del marco de libertad de pensamiento y pluralismo ideológico previamente adoptado por la institución para transmitir el conocimiento, y (2) la autodeterminación administrativa, orientada básicamente a regular lo relacionado con la organización interna de los centros educativos.”
 
Así las cosas, los las instituciones educativas de nivel superior tienen la potestad de establecer las normas mediante las cuales va a regular su relación con cada miembro de la comunidad universitaria, estableciendo para ello un reglamento o manual de convivencia en donde deben contemplarse explícitamente los derechos, deberes, sanciones, estímulos y procedimientos a seguirse en cada caso específico, y a los cuales queda sujeto el estudiante al ingresar a la universidad. En punto de este asunto, se tiene que:

“Dentro de las distintas perspectivas por medio de las cuales se puede analizar un reglamento académico se destacan las del derecho-deber, la de la autonomía universitaria y la de ordenamiento jurídico. Recientemente, en la Sentencia T-056 de 2011, esta Sala de Revisión precisó:

“(i) Como derecho-deber: Se materializa en la posibilidad que tiene el estudiante de conocer las opciones y alternativas que contribuyen a definir su futuro en la institución, mostrándole cuales son los derechos, prerrogativas y garantías que le asisten en el ambiente académico; así como las exigencias de la institución, lo que se refiere a las obligaciones, deberes y responsabilidades recíprocas. 

(ii) Como autonomía universitaria: Se refiere al conjunto de facultades y atribuciones de los establecimientos educativos, orientadas a fijar límites conforme a la Constitución y las leyes, por medio de las cuales puede tipificar los propósitos filosóficos, ideológicos, académicos, etcétera, que espera cumplir en el ejercicio de la actividad académica como institución de educación.

(iii) Como ordenamiento jurídico: El reglamento académico es reconocido como consecuencia del ejercicio de la potestad regulatoria atribuida por la Constitución a los establecimientos educativos de educación superior (art. 69) y por las leyes que lo desarrollan. Por esta razón, hace parte de la estructura normativa del Estado, ya que desarrolla los contenidos de las normas superiores e integra el contrato de matrícula celebrado entre la universidad y el estudiante, siendo oponible a los miembros de la comunidad educativa[6]” (…)

En el caso bajo estudio, considera el joven NAVARRETE MUÑOZ que la UTP vulneró sus derechos fundamentales a la educación, igualdad y libre escogencia de profesión u oficio, por el hecho de no consolidar o computar conjuntamente las notas adquiridas en las dos sub-rotaciones que componen la rotación de “materno-infantil”, en otras palabras, su interés va dirigido a que se declare por parte del Juez de tutela que los docentes universitarios que lo evaluaron, cometieron un error al concluir que había improbado su práctica en esa materia por el simple hecho de no haber superado satisfactoriamente una de las prácticas, que es la de gineco-obstetricia,  porque según él, una sumatoria de las calificaciones obtenidas en ambas daría como resultado una calificación de 3.0, es decir, aprobada, además, el hecho de no tener faltas de asistencia, y notas aprobatorias en sus materias teóricas, sería según él, suficiente para afirmar que ha cumplido con los requisitos para ostentar el título de médico. 
No obstante, advierte la Sala que, más allá de una inconformidad o discrepancia con la metodología de evaluación, el accionante en ningún momento demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable que amenace efectivamente alguno de sus derechos fundamentales, siendo este un requisito esencial para acudir al amparo constitucional. Y es que si bien este Juez colegiado no desconoce que la autonomía universitaria tiene sus límites, y que tal atributo no puede traducirse en arbitrariedad, lo cierto del caso es que el desafuero que reprocha el accionante en este asunto no se vislumbra; contrariamente, la afirmación que resulta ilógica es la hecha por él cuando sostiene alegremente que “mi sola asistencia a la rotación, debe asumirse como aprobada”, tal aserción, en sentir de la Corporación resulta ser insensata, porque por alguna razón ese tipo de asignaturas se desarrollan a través de la praxis, en la que el estudiante debe demostrar que ostenta la idoneidad y que adquirió el aprendizaje para desarrollar la labor objeto de evaluación, máxime, si se trata de los conocimientos en materia de salud, en donde por obvias razones, sus exigencias son mucho más rigurosas, teniendo en consideración que los potenciales sujetos sobre quienes se aplicarían a futuro tales conocimientos son seres humanos.    
Por lo demás, el señor JAVIER MAURICIO, al ser tan consciente de los estatutos del reglamento estudiantil, y citar algunos de sus apartes, debería ser conocedor de que los rotativos cursados por él pueden ser objeto de aprobación y también de improbación, por lo que el segundo evento no se constituye por sí solo en una razón para asegurar tajantemente que sus derechos fueron pasados por alto; en otras palabras, matricularse a la universidad y asistir a las prácticas no es equivalente a tener el terreno ganado y el derecho adquirido a recibir un título académico, pues para ello es necesario cumplir a cabalidad con los parámetros y el lleno de requisitos contemplados en el pensum académico. 
Finalmente debe aclararse que el Juez de tutela, antes de darle aplicación a sus tributos constitucionales por medio de la protección de los derechos fundamentales, debe partir de aquello que con certeza se logre demostrar y evidenciar en la actuación, precisando en todo caso que sus potestades no le permiten  hacer análisis como los pretendidos por el accionante, quien procura que en este escenario se declare que la calificación que se le asignó por parte de los docentes al estudiante fue equivocada. 

Quiere decir lo anterior que esta Colegiatura comparte los argumentos expuestos por el Juzgado de primer nivel, pues lo que se observa de la información obrante en el expediente es que al señor NAVARRETE MUÑOZ no se le han vulnerado sus derechos fundamentales.
Finalmente, de acuerdo a las pautas referentes a la carga de la prueba en materia de tutela, lo que se evidencia en este asunto es que el accionante no cumplió con la que por su cuenta tenía, pues como se dijo en párrafos anteriores, es necesario que quien pretenda verse amparado en sus derechos fundamentales por medio de este tipo de acción, muy a pesar de la informalidad que la caracteriza, debe desplegar todas las gestiones que estén a su alcance para demostrar la veracidad de sus dichos, pues no tendría lógica entrar a tutelar derechos de rango fundamental y proferir órdenes en el sentido en que él lo pretende sin que la afectación se haya demostrado mínimamente. 

Como anotación final, se dirá que es el Juez en ejercicio de su arbitrio el que defina quiénes en verdad están llamados a conformar el contradictorio; y en el asunto de marras, observa esta Sala que a pesar de los cuestionamientos del recurrente frente a la supuesta omisión del Juez para involucrar al Ministerio de Educación en esta acción, lo que se advierte es que esa cartera ministerial nada tiene que ver con los reproches formulados por el actor, pues además de no haber intervenido en las conductas demandadas por él, y por ende no tener la posibilidad de afianzar o desvirtuar lo sostenido en esta acción, tampoco se dijo o se demostró si es que ha impetrado allí alguna petición o ha solicitado su intervención tendiente a que se verifique el proceso de práctica académica adelantado por la UTP, por lo que su debate y participación resultaban ser innecesarios en esta oportunidad.  
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por el accionante, por tanto, la decisión de primer nivel se habrá de confirmar.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante, de esta ciudad el 23 de enero del 2019, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia C-1435 de 2000.
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